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Desde su creación en 1988 por la Compa-
ñía de Jesús, el Centro de Derechos Hu-
manos Miguel Agustín Pro Juárez A.C. 
(Centro Prodh) ha defendido, promovido e 
incidido en la vigencia y el respeto de los 
derechos humanos en el país.

La misión del Centro Prodh es promo-
ver y defender los derechos humanos 
de personas y colectivos excluidos, en 
situación de vulnerabilidad o empobre-
cidos, para contribuir en la construcción 
de una sociedad más justa, equitativa y 
democrática en la que se respete plena-
mente la dignidad humana.
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Hace 26 años, un grupo de jesuitas fundó el Centro de Derechos 
Humanos Miguel Agustín Pro Juárez (Centro Prodh) para responder a 
una realidad donde la dignidad humana era ignorada y mancillada. 
Atentos a lo que identificaron como “signos de los tiempos”, los jesui‑
tas reconocieron, con aguda visión, que a finales de la década de los 
ochenta los derechos humanos emergían como un campo en disputa 
en el que se abría el espacio para que las mayorías excluidas se apro‑
piaran de las normas y los principios aceptados internacionalmente y 
los pusieran del lado de las víctimas. 

Mucho ha pasado desde entonces. La sociedad civil se ha pro‑
fesionalizado, diversificado y especializado. El país, por su parte, se 
encuentra sumergido en una emergencia nacional en la que violacio‑
nes graves a los derechos humanos, como en los casos de Ayotzinapa 
y Tlatlaya, han puesto de manifiesto que existen espacios del Estado 
que responden a intereses delincuenciales.

La lucha por hacer realidad los derechos humanos para los secto‑
res más vulnerables presenta en la actualidad visos muy similares a 
los que enfrentó el Prodh en su momento inicial. No podemos lanzar 
al aire cuentas alegres sobre la transición mexicana y la consolida‑
ción de los derechos humanos, mientras 43 familias de Guerrero aún 
esperan tener noticias de sus hijos desaparecidos a causa de la con‑
nivencia entre el Estado y la delincuencia organizada; no podemos 
celebrar cuando aún está pendiente una explicación completa sobre 
la masacre de Tlatlaya. Frente a este panorama, el reto para las y los 
defensores de derechos humanos es acompañar a las víctimas a tra‑
vés de intervenciones serias y profesionales que no sólo logren rever‑
tir la impunidad en casos específicos, sino que también develen las 
causas estructurales de los abusos, con vocación de transformación. 

En su caminar, el Centro Prodh ha sido la casa de decenas de perso‑
nas que han labrado el rostro de la institución. Podemos afirmar que 
la comunidad de defensores y defensoras que el Prodh ha cultivado 
siempre ha mantenido una mística particular: la de entender que la 
nuestra es una vocación entrañable, como decía David Fernández, ex 
director del Centro, en la medida en que surge de una respuesta desde 
las más profundas entrañas a la interpelación de los rostros concretos 
de las víctimas; es una vocación de compasión, antes que de razón. 

La nuestra es una tarea que se sitúa en el difícil punto medio entre 
la denuncia meramente testimonial y el diseño aséptico de políticas 
públicas. La nuestra es una labor donde las banderas políticas se supe‑
ditan al imperativo ético de responder a rostros concretos.

Mario Patrón Sánchez,
director del Centro Prodh

Editorial
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Los días 2 y 3 de febrero, el CED evaluó por 
primera vez el cumplimiento de la Convención 
Internacional para la Protección de todas las 
Personas contra la Desaparición Forzada por parte 
de México, que lo firmó en el año 2007 y ratificó en el 
2008.  Tomó en cuenta las observaciones de diversas 
partes (Estado mexicano, organismos públicos de 
derechos humanos y organizaciones de la sociedad 
civil acompañadas por familiares de personas desa‑
parecidas de Guerrero, Chihuahua y Coahuila), en un 
ejercicio objetivo, profundo y transparente. 

El 13 de febrero, el ced hizo público su documento 
final. En él resaltó la impunidad en la que permane‑
cen las desapariciones forzadas cometidas tanto en 
décadas anteriores como en la actualidad, un punto 

Desapariciones generalizadas en gran parte de México, condenas prácticamente inexistentes 
contra ese delito y serias dificultades para la búsqueda de las personas desaparecidas es parte 
del panorama que dibuja el Comité de las Naciones Unidas contra las Desapariciones Forzadas 
(CED), plasmado en sus recomendaciones finales al Estado mexicano.

sobre el que las organizaciones de derechos huma‑
nos se han pronunciado insistentemente. 

En el documento se consigna también una serie 
de obstáculos en el acceso a la justicia, por ejemplo, 
que las autoridades no inician de inmediato la inves‑
tigación penal o clasifican hechos de desaparición 
forzada como si se tratara de otro delito.

En este sentido, el organismo de las Naciones 
Unidas lamentó “las serias dificultades que existen 
en la práctica en materia de búsqueda de personas 
desaparecidas”, y recomendó que, con urgencia, el 
Estado priorice la inmediata búsqueda con vida ante 
cualquier denuncia. 

El caso de los 43 normalistas de Ayotzinapa, al que 
se pueden aplicar la mayoría de las observaciones,  

Recomendaciones del Comité de 
las Naciones Unidas contra las 
Desapariciones Forzadas, cruciales 
para romper el ciclo de impunidad

ACTUALIDAD

Audiencia del Comité ced, febrero de 2015.
Foto: Centro Prodh.
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“ilustra los serios desafíos que enfrenta el Estado 
parte en materia de prevención, investigación y san‑
ción de las desapariciones forzadas y búsqueda de 
las personas desaparecidas”.

Recomendaciones, punto de partida obligado 
Aunque el Estado mexicano, en voz del secretario de 
la Defensa Nacional y del secretario de Gobernación, 
descalificó las observaciones, las organizaciones de 
derechos humanos las consideramos fundamenta‑
les para avanzar en el acceso a la verdad y la justicia. 

El ced recordó algunas obligaciones del Estado 
mexicano. Una es la de investigar de manera efectiva 
a todos los agentes u órganos estatales que puedan 
estar involucrados en desapariciones forzadas, así 
como agotar todas las líneas de investigación. 

En cuanto a la persecución penal, se encuentra la 
obligación de sancionar a los superiores jerárquicos 
en la cadena de mando, establecida en el artículo 6 de 
la Convención. Es justamente esta recomendación la 
que resulta crucial para romper el ciclo de impunidad 
en México, donde las pocas investigaciones suelen 
limitarse a autores materiales de bajo rango, y donde 
la responsabilidad de diversas autoridades empieza 
por no actuar para poner fin a un contexto de abusos 
y colusión con el crimen organizado. 

El ced recomendó establecer una unidad fiscal 
especializada en la investigación de las desaparicio‑

nes forzadas, ya que la actual Unidad de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas no cumple el papel de 
realizar investigación penal.

El organismo de la onu pidió “enérgicamente” al 
Estado que reconozca su competencia para recibir y 
examinar comunicaciones individuales sobre casos 
de desaparición forzada en México, y solicitó visitar 
el país en un plazo razonable para estudiar la situa‑
ción de cerca y publicar un informe completo. En 
este contexto, el Comité instó al Estado a aprobar a 
la mayor brevedad posible una Ley General contra la 
Desaparición Forzada, con participación de víctimas 
y familiares. 

El Comité expresó particular preocupación por las 
desapariciones forzadas de migrantes en territorio 
mexicano; la intimidación y estigmatización de fami‑
lias y personas defensoras de derechos humanos que 
buscan justicia; la falta de un registro confiable de víc‑
timas de desaparición forzada; y la “singular crueldad” 
con la que las desapariciones forzadas afectan a los 
derechos humanos de las mujeres y los niños.

Finalmente, el Comité recomendó también que las 
organizaciones de familiares de víctimas participen 
en el proceso de implementación de sus recomenda‑
ciones. Las organizaciones de derechos humanos salu‑
damos especialmente este punto pues la dignidad, 
indignación y lucha de las propias familias ha sido la 
fuerza que impulsa el acceso a la verdad y la justicia.

| 3DEFONDHO

Madre de desaparecida, en conferencia 
después de la audiencia del ced, 
febrero de 2015. Foto: Centro Prodh.

Madres de desaparecidos, en conferencia 
después de la audiencia del ced, 

febrero de 2015. Foto: Centro Prodh.
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Los padres de los 43 estudiantes desaparecidos 
se dedicaban principalmente al campo, dependiendo 
la zona era la cosecha. En Tlapa no hay más que la 
siembra de maíz; en la Costa se cosecha jamaica y en 
Atoyac, café. A más de seis meses de la desaparición, 
han tenido que encargar sus tierras o simplemente 
dejar que se pierdan.

Otro grupo de padres se dedica a realizar oficios 
como albañilería y panadería y algunos otros obte‑
nían el sustento de ladrilleras. Las madres por lo gene‑
ral se dedican a actividades del hogar. Lo único cierto 
es que el 26 de septiembre de 2014 la vida cambió.

La mayoría de familias de los 43 estudiantes desaparecidos que estudiaban en la Normal Rural 
de Ayotzinapa son de la región centro de Guerrero, es decir, de Tixtla, Ayutla, Atoyac, Tlapa, 
Costa Chica, Costa Grande y La Montaña Alta, donde se viven diferentes realidades que tienen 
en común la pobreza. Son familias que ante la desaparición forzada de sus hijos han tenido 
que renunciar a su vida cotidiana.

A todas las familias las une el mismo dolor: el no 
saber dónde están o qué ha sido de ellos, pero todas 
han tomado fuerzas y siguen la búsqueda. Durante 
la primera semana de la desaparición, las madres y 
padres se empezaron a conocer, el punto de encuen‑
tro natural era la Normal. 

Cuando llegaron por primera vez a la escuela no 
sabían hacia dónde caminar, pero su instinto les lle‑
vaba a dirigirse a la cancha techada con butacas, en 
la cual veían gente reunida e intentaban comunicar 
lo poco que sabían y entender lo que sucedía. Sus 
primeras fuentes de información eran los estudian‑

43 familias,
un mismo dolor

PERFIL Mitin en la Ciudad de México, en la Cuarta 
Jornada Global por Ayotzinapa, 
noviembre de 2014. Foto: Cimac.
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tes, que también poco sabían. Ahora las familias son 
parte de la información que mueve la agenda nacio‑
nal e internacional. 

Constituidos
El dolor, la angustia y la esperanza llevaron a las y 
los familiares a constituirse en un comité integrado 
por un presidente, un secretario, dos tesoreras, dos 
personas para el acopio de los víveres y dos encarga‑
das de cocina. El auditorio es el punto de encuentro, 
dependiendo de las necesidades se reúnen. Todas 
las actividades se consultan, desde el diálogo con el 
gobierno hasta las comisiones de búsqueda.

El movimiento está conformado principalmente 
por padres, pero también hay un grupo de madres 
que ningún día han dejado de estar. También  
es común encontrar familias completas, se ven niñas 
y niños que tuvieron que dejar de estudiar porque 
no había con quién encargarlos, también hay tíos, 
primos y hermanos.  

¿De dónde toman fuerzas? Muchas y muchos 
expresan que el impulso para seguir caminando lo 
toman de la solidaridad de otros, pero también del 
entendimiento y dolor entre las familias. Les ayuda 
mucho cuando llega la gente a donar víveres, eso les 
anima, pues les manifiestan cariño. Se dan ánimo, 
se comunican, se platican, “siempre la palabra es de 
mantenerse unidos”. Hay puntos de vista diversos, 
pero reconocen las diferencias y cada día les repre‑
senta una oportunidad de construir. 

Las familias saben lo que es vivir en Guerrero, 
muchas han padecido en carne propia la desapari‑
ción forzada de sus seres queridos. Al menos hay dos 
que tienen en común parientes que desaparecieron 
durante la Guerra Sucia, una es de Tixtla y otra de 
Atoyac. “No es nuevo esto. Es una práctica de años 
del Estado, pero hoy es en grandes cantidades, eso lo 
hace diferente”, sentencia Melitón Ortega.

| 5DEFONDHO

Detalle de pinta en solidaridad con Ayotzinapa, 2014. 
Foto: de la recopilación de Desinformémonos y el Centro 

de Derechos Humanos de La Montaña "Tlachinollan".
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Se trata de la desaparición forzada de 43 
estudiantes, algunos de ellos tan jóvenes como Saúl 
Bruno García, de 18 años de edad, pertenecientes a la 
Escuela Normal Rural "Raúl Isidro Burgos", localiza‑
da en la población de Ayotzinapa, en Guerrero. La de‑ 
saparición forzada fue ejecutada entre la noche del 
26 y la madrugada del 27 de septiembre por policías 
municipales de la ciudad de Iguala. 

La indignación frente a estos hechos es masiva, 
al igual que las desapariciones en nuestro país. Es 
masiva por la vida de los normalistas y por el hecho 
mismo de la desaparición, pero también porque 

Los días 26 y 27 de septiembre de 2014 se empezaron a escribir, en las páginas de la historia 
moderna de México, las líneas de lo que representa uno de los episodios más desgarradores 
e infames desde la Guerra Sucia. Es desgarrador por la naturaleza de los hechos, e infame por 
las graves violaciones a derechos humanos.

son jóvenes, estudiantes, futuros profesores rurales, 
muchachos provenientes de regiones con rezago 
social. Es masiva también por lo que aspiran a ser: 
agentes de transformación social. 

Frente a ello, la demanda de las familias es la ver‑
dad, la justicia y la reparación. En primer lugar, tanto 
sus seres queridos como la sociedad en su conjunto 
tienen derecho a saber dónde están los normalistas 
y qué sucedió la noche del 26 y la madrugada del 27 
de septiembre. En segundo lugar, las familias tienen 
derecho a la justicia, lo que implica que los hechos 
sean investigados y las personas responsables, sancio‑

Las familias de los 43 estudiantes 
desaparecidos demandan verdad, 
justicia y reparación

Rostro de normalista desaparecido, 2014. 
Foto: de la recopilación de Desinformémonos y 

el Centro de Derechos Humanos de La Montaña 
"Tlachinollan".

AYOTZINAPA
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nadas. En tercer lugar, los familiares tienen derecho a 
ser reparados por las violaciones cometidas contra sus 
hijos y por el sufrimiento al que han sido sometidos. 

Como parte de la exigencia de justicia, y fren‑
te a la real incapacidad del Estado para investigar 
las desapariciones en nuestro país, las familias soli‑
citaron a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh) que brindara asistencia técnica al 
gobierno mexicano, como parte de la implementa‑
ción de las medidas cautelares que ordenó la propia 
Comisión el día 3 de octubre. 

Luego de diversas reuniones, el 12 de noviembre 
de 2014 representantes de las familias, del gobierno 
mexicano y el comisionado James Cavallaro acor‑
daron los términos de la asistencia: establecer un 
Grupo Interdisciplinario de Asistencia Técnica, inte‑
grado por expertos internacionales, mandatado para 
supervisar la elaboración de planes de búsqueda en 
vida de los estudiantes desaparecidos; realizar un 
análisis técnico de las líneas de investigación para 
la determinación de responsabilidades penales, y 
desarrollar un análisis técnico del Plan de Atención 
Integral a las Víctimas de los hechos del 26 y el 27 de 
septiembre. 

Es importante destacar, como señaló la cidh en 
su boletín de fecha 12 de noviembre, que el acuerdo 
de cooperación técnica “incluirá medidas destina‑
das a resolver los problemas estructurales subya‑
centes a las desapariciones forzadas, las cuales no 
se limitan al caso de los estudiantes de Iguala”. Esto 
será de enorme relevancia porque, como han mani‑
festado los padres y las madres de los estudiantes, 
Ayotzinapa es la punta del iceberg de una serie de 

Nosotros no nos dedicamos únicamente al aula de clases: tenemos que 
ver con el contexto social […]. Nuestras prácticas van en ese sentido, 
a hacernos ver que nosotros como maestros no estamos trabajando 
en cuatro paredes, sino que estamos al tanto de los problemas de la 
familia, de los niños, de la desnutrición, de todo”.

—Omar García, estudiante de la Normal de Ayotzinapa

injusticias y abusos sistemáticos; y porque, de cum‑
plirse a cabalidad, permitiría la creación de capaci‑
dades que el Estado mexicano decidió no desarrollar 
en décadas. 

Estudiantes históricamente reprimidos
Los estudiantes de la Normal han sido reprimidos 
y hostigados históricamente debido a su incansa‑
ble exigencia del derecho a la educación, entre otros, 
pero también por lo que su escuela representa: un 
proyecto de educación revolucionario basado en la 
formación de maestros como agentes de transfor‑
mación social. 

La Normal ofrece de manera gratuita dos licen‑
ciaturas. Esta escuela es más que una institución 
académica. En un contexto de extrema marginación 
y pobreza, la Normal “Raúl Isidro Burgos” ofrece a los 
jóvenes de la región la única opción para estudiar 
y, además, hacerlo en un sistema de internado. Esto 
implica que sus necesidades de alimento y vivien‑
da son salvaguardadas y no tienen la necesidad de 
trasladarse para acudir a las clases, lo que es deter‑
minante en contextos de pobreza para que la niñez y 
la juventud puedan finalizar sus estudios. 

Pero, además, la Normal no sólo forma maestros 
–lo cual, por sí solo, tiene un valor incalculable en un 
país como México, donde la educación es imperiosa–, 
sino maestros que intervienen en su contexto en 
beneficio de las comunidades; profesores investidos 
de autoridad moral, capacitados para asesorar a las 
y los pobladores sobre cómo canalizar sus deman‑
das al gobierno y fungir como intermediarios de las 
peticiones sociales. 

| 7DEFONDHO
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Pero lo que provoca también este crimen es una 
reacción de la sociedad difícil de contener. Cuando el 
Estado comete estas acciones de máxima barbarie, 
la indignación se propaga y encuentra una infinidad 
de cauces. La manifestación es el primero de ellos, ya 
sea en las calles, en los medios de comunicación, en 
los diálogos, en las preguntas, en las bardas, en la 
música, en los performances, en lugares de culto, en 
dibujos, en análisis o en mecanismos jurídicos. 

Con los sucesos de Ayotzinapa se inició una 
nueva era en las medidas cautelares ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (cidh): pro‑
teger a quienes no están; proteger a las personas 
desaparecidas. ¿Qué significa esa protección en un 
contexto de zozobra, mentiras e impunidad? No co‑ 
rrespondía solamente actuar en los mecanismos 
penales internos. El Estado, rebasado, no tuvo más 
que aceptar que la Comisión le ordenara implemen‑
tar medidas. Sin embargo, al paso del tiempo y ante 
los nulos resultados, en ese mismo marco se pidió 
la asistencia técnica de expertos en investigacio‑
nes criminales y búsqueda de relaciones de corrup‑
ción entre gobiernos y delincuencia organizada, así 
como en victimología.

El resultado que produzca esa asistencia técni‑
ca sin duda será la base no solamente para futuros 
casos –dicho esto esperando que la memoria colec‑
tiva ayude a impedir episodios similares–, sino tam‑
bién para la revisión del desastre humanitario que 

La desaparición de los 43 normalistas de Ayotzinapa es, sin lugar a dudas, un nodo dentro de la 
lamentable línea de crímenes cometidos por el Estado mexicano en contra de su población mediante 
la desaparición forzada. Este método, vigente en nuestro país desde hace más de 40 años, constituye 
uno de los crímenes de lesa humanidad más dolorosos debido a la incertidumbre del paradero de las 
personas, el desarraigo violento del desaparecido o desaparecida de sus círculos vitales, la imposición 
del miedo comunitariamente generalizado y el nulo acceso a la justicia, la verdad y la reparación.

se vive en México, atravesado por el fenómeno de la 
desaparición forzada. 

Meses antes de los sucesos en Iguala, organi‑
zaciones, colectivos y familiares que trabajan en el 
acceso a la justicia en casos de desaparición forzada 
unieron esfuerzos para posicionar la situación grave, 
crónica y sistemática de este crimen ante el Comité 
de las Naciones Unidas contra las Desapariciones 
Forzadas. Por razones políticas, sociales, migrato‑
rias, de género o de despojo, muchas personas han 
sido detenidas por el Estado y se oculta su paradero 
indefinidamente. El radar de afectación cada vez es 
mayor y los números, divergentes en muchas fuen‑
tes, son igualmente alarmantes. 

Cifras del Registro Nacional de Datos de Personas 
Extraviadas o Desaparecidas (rnped) de la Secretaría 
de Gobernación señalan que, al 31 de octubre de 2014, 
existían 23  271 personas “extraviadas o desapareci‑
das” únicamente en el fuero común: 16  581 hombres 
y 6  690 mujeres.1 Durante cinco años de la admi‑
nistración de Felipe Calderón (entre 2007 y 2012), 
desaparecieron 12  903 de estas personas, mientras 
que de 2013 al 31 de octubre de 2014 desaparecieron 
9  384. Por otra parte, en el fuero federal el Registro 
presenta un número de 334 personas desaparecidas 

1. http://www.secretariadoejecutivosnsp.gob.mx/es/Secretaria-
doEjecutivo/estadfc112014.

Cuatro décadas de desaparición forzada, 
impunidad y complicidades

ACTUALIDAD
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(249 hombres y 85 mujeres) entre enero y octubre 
de 2014.2

Si bien es bastante claro que la administración 
actual, bajo el retornado Partido Revolucionario 
Institucional (pri), sobrepasó las cifras de ejecucio‑
nes extrajudiciales y desapariciones forzadas en 
comparación con la administración anterior, el fenó‑
meno no resurgió de manera generalizada por los 
simples cambios de administraciones. Las políticas 
de seguridad pública implementadas por el Estado 
mexicano en la llamada “Guerra contra el narcotrá‑
fico” son producto de  la cooperación internacional 
en materia de protección estatal. Desde esas decisio‑
nes cupulares vienen los controles sobre los fenóme‑
nos sociales; por ejemplo, el Estado intenta controlar 
los flujos migratorios y la venta de droga, pero es o 
se hace ciego ante otras manifestaciones criminales, 
al tiempo que permite la instauración de empresas 
transnacionales en territorios naturalmente ricos, 
despojando a sus pobladores.

El Estado no actúa solo, pero no por ello deja de 
tener responsabilidad directa sobre estos actos. En 
muchas ocasiones se intenta desviar la atención 
sobre la responsabilidad de los delitos hacia el “cri‑
men organizado”, nombrándolo en general y sin 

2. http://www.secretariadoejecutivosnsp.gob.mx/es/Secretaria-
doEjecutivo/estff112014. Esta cifra no se puede comparar con 
la cifra del fuero común porque representa información de 10 
meses únicamente, mientras la cifra presentada por del fuero 
común es presentada como un total global.

Si incluimos la desaparición de personas migrantes, la cifra 
aumenta de manera dramática. De acuerdo con estadísticas oficia-
les, aproximadamente 20 mil personas migrantes fueron víctimas 
de secuestro a manos del crimen organizado y autoridades colu-
didas en los años 2009 y 2010. Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (cndh), Informe Especial sobre los Casos de Secuestro en 
Contra de Migrantes, 15 de junio de 2009, p. 9; Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, Informe Especial sobre Secuestro de 
Migrantes en México, 22 de febrero de 2011, p. 26, http://www.cndh.
org.mx/Informes_Especiales. Las cifras documentadas por la cndh 
retoman la información recabada por las casas de migrantes no 
gubernamentales ubicadas a lo largo de la ruta migratoria.

determinaciones concretas. Es posible afirmar que 
cuando operan grupos delincuenciales que no per‑
tenecen en estructura formal ni nominal al Estado, 
cometen ilícitos gracias a la tolerancia del mismo, 
en cualquiera de sus esferas. El Estado, por acción u 
omisión, es responsable de la desaparición forzada.

Todo este contexto nos lleva también a la idea de 
que el fenómeno de la desaparición es posible gra‑
cias al mensaje de impunidad que han recibido desde 
el Estado mexicano quienes la cometen. En el año 
2001, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
(cndh) emitió la recomendación 26/2001, en la que 
se establecían 532 casos de delitos cometidos contra 
movimientos políticos y sociales del pasado; la mayor 
parte de ellos eran de desaparición forzada. Dichos 
casos pasaron a la Fiscalía Especial para Movimientos 
Sociales y Políticos del Pasado (Femospp), pero nin‑
guno ha sido resuelto hasta la fecha. Doce años de 
impunidad sobre los crímenes del pasado debe ser 
un aliciente para seguir cometiéndolos. 

Es evidente que un partido “alterno” al que 
cometió las desapariciones forzadas pasadas no 
pudo (o no quiso) investigar ni sancionar. De la 
misma manera, el partido que ahora gobierna y que 
inició con este fenómeno vuelve a ser responsable 
por otras más cometidas en su período reciente, 
pero también por no resolver las del partido alter‑
no anterior ni mucho menos las pasadas. También 
los partidos de izquierda han sido mayormente 
responsables, puesto que en los estados que han 
gobernado los índices de desapariciones forzadas 
son bastante altos.

Para entender la desaparición forzada es necesa‑
ria una mirada que camine entre los contextos espe‑
cíficos y el contexto nacional; entre la actualidad y 
el pasado; entre el Estado formal y las extensiones 
delictivas avaladas por él. Pero lo más importante es 
no callar nunca las voces de indignación, pues ni una 
desaparición, ni 43 ni 22 mil pueden ser aceptadas en 
un país que se dice democrático.
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Consigna en las manifestaciones, 2014. Foto: de la recopilación 
de Desinformémonos y el Centro de Derechos Humanos de La 
Montaña "Tlachinollan".
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El 15 de octubre de 2014, la Procuraduría General 
de la República emitió conclusiones de no acusación 
en favor de Ángel Amílcar Colón Quevedo, migrante 
garífuna hondureño privado de su libertad por cinco 
años, siete meses y seis días, acusado de delitos 
federales que no cometió, torturado y discriminado 
por su origen racial.

Ángel fue víctima de un traficante de perso‑
nas que lo retuvo en una casa de seguridad. Ahí fue 
detenido por policías federales y arraigado más de 
setenta días en sitios como un cuartel militar.

No hubo garantías para sus derechos al debido 
proceso, asistencia consular y defensa adecuada. 
Su abogada de oficio fue testigo de la tortura pero 
no hizo nada. Durante su estancia en el penal fede‑
ral murieron cinco familiares (incluyendo a su hijo 
mayor y su madre), pero no le permitieron llamar a 
Honduras.

Ángel Amílcar señaló que su liberación es un 
triunfo de la verdad y la justicia, y consideró que es 
una prueba de la situación en la que están muchas 
más personas. Su defensa fue representada durante 
tres años por el Centro Prodh; Amnistía Internacional 
lo declaró preso de conciencia en 2014.

El retorno
El 10 de noviembre de 2014, Ángel regresó a su 
país acompañado por el Centro Prodh y el Centro 
de Prevención, Tratamiento y Rehabilitación de 
Víctimas de la Tortura. Solicitó que el Estado mexi‑
cano y el hondureño reparen integralmente el daño 
por las graves violaciones a derechos humanos que 
sufrió, incluyendo la adopción de medidas de dere‑
cho interno que garanticen que hechos como los que 
él padeció no se repitan, y que los policías y militares 
que lo torturaron sean investigados.

La investigación Migrantes en prisión. La incrimi-
nación de migrantes en México, otro destino trágico, 
afirma que hay al menos 400 hondureños y hondu‑
reñas privadas de la libertad en centros de detención. 
Ángel es el botón de muestra de la grave situación 
de derechos humanos de estas personas, por lo que 
es fundamental que el Estado hondureño cumpla su 
obligación de protegerlos.

Ángel Amílcar
inicia el camino para buscar 
verdad, justicia y reparación
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ÁNGEL AMÍLCAR

Ángel Amílcar en libertad, octubre de 2014. Foto: Centro Prodh.
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Poder Judicial reconoce
la inocencia de Claudia 
Medina, sobreviviente

de tortura sexual

Después de más de dos años de búsqueda de justicia, el 
Tercer Tribunal Unitario del Poder Judicial de la Federación 
decretó la inmediata libertad de Claudia Medina Tamariz, 
sobreviviente de tortura a manos de elementos de la 
Secretaría de Marina Armada de México (Semar). Una vez 
reconocida su inocencia, Claudia emprenderá el camino para 
lograr la reparación del daño y el castigo a sus agresores.

El pasado 6 de febrero, el magistrado resolvió 
a favor el incidente de libertad por desvanecimiento 
de datos en relación al delito de portación de arma 
de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea, 
interpuesto por el Centro Prodh. La resolución no 
solamente desvirtuó la única prueba en contra de 
Claudia –un parte informativo elaborado por los 
marinos que la torturaron– por estar relacionada 
con el maltrato de que fue objeto; también se reco‑
nocieron los tratos crueles, inhumanos y degradan‑
tes a los que fue sometida. 

Amnistía Internacional y el Centro Prodh reco‑
nocieron la importancia de esta decisión en el 
esclarecimiento de los hechos y el acceso a la justi‑
cia, pero puntualizaron que estos esfuerzos no son 
suficientes para combatir la impunidad en la que 
se encuentran varios casos de tortura en México. El 
caso de Claudia “evidencia estos patrones estructu‑
rales de actuación de las autoridades en la fabrica‑
ción de presuntos responsables”, sostuvieron. 

Claudia, integrante de la campaña Rompiendo 
el silencio: todas juntas contra la violencia sexual 
y parte de los casos emblemáticos retomados por 
Amnistía Internacional en su campaña “Stop Torture”, 
fue detenida en la ciudad de Veracruz en agosto de 
2012 junto con su esposo, Isaías Flores Pineda, por efec‑
tivos de la Semar. Después de ser torturada sexualmen‑
te para que se inculpara de formar parte del crimen 
organizado, le fueron imputados 12 cargos federales, 
de los cuales sólo se sostenía el de portación de arma. 
Enfrentaba el proceso en libertad bajo caución.  

Las violaciones a los derechos humanos de 
Claudia Medina incluyeron el allanamiento ilegal 
de su domicilio, detención y retención arbitraria, 
incomunicación, tortura mediante violencia sexual 
y exhibición ante los medios de comunicación como 
integrante del cártel Nueva Generación.
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CLAUDIA MEDINA

Claudia Medina, declarada inocente, 2014. Foto: Centro Prodh.
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Indignación global por
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Fotografías recopiladas por Desinformémonos 
y el Centro de Derechos Humanos de La Montaña 

“Tlachinollan”.



14 | DEFONDHO

Anteriormente, el Centro Prodh fue dirigido 
por los jesuitas Jesús Maldonado, David Fernández, 
Edgar Cortez, David Velasco, Luis Arturo Macías, Luis 
Arriaga Valenzuela y José Rosario Marroquín.

José Francisco Magaña Aviña, SJ, provincial de 
México, fue el encargado de hacer el nombramiento, 
y reafirmó que la apuesta de la Compañía de Jesús es 
por la defensa de los derechos humanos y por seguir 
fortaleciendo a la institución, que se ha ganado un 
lugar como referente de profesionalismo y entrega. 

“La Compañía de Jesús decidió, por primera vez, 
confiar la dirección del Centro a un equipo laico. 
Quienes hoy lo conformamos, hombres y mujeres 
para quienes el Prodh ha sido nuestra casa y nuestra 
escuela, agradecemos esa decisión, conscientes de 
la inmensa responsabilidad que implica tener que 
estar a la altura de un legado forjado por muchos y 
muchas, en un momento de la historia donde se cier‑
nen oscuras amenazas sobre los derechos humanos”, 
apuntó Mario Patrón luego del nombramiento.

El nuevo director sostuvo que la apuesta de los 
jesuitas no es por un director laico, sino  por un equi‑
po de defensores y defensoras que ha probado que 
sabe hacerse cargo de la realidad. “A mis compañe‑
ros y compañeras les reitero lo que les he dicho una y 
otra vez: que acepto este compromiso porque sé que 
cuento con su respaldo para construir un proyecto 
colectivo”, finalizó.

Cambio de dirección 
en el Centro Prodh, una 
apuesta para construir 
un proyecto colectivo

El pasado 21 de octubre, el Centro Prodh compartió con 
amistades de antaño y con organizaciones de la sociedad 
civil un momento de profundo significado para la institución: 
el cambio de dirección, en el que José Rosario Marroquín 
finalizó un importante periodo y Mario Patrón Sánchez fue 
nombrado el octavo director de la institución.
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Mario Patrón Sánchez, 2014. Foto: Centro Prodh.
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El 28 de noviembre de 2014 se presentó públi‑
camente este diplomado, que tiene como propósito 
generar un espacio de construcción de conocimien‑
tos y de intercambio de experiencias sobre la exigi‑
bilidad y justiciabilidad de los crímenes de Estado 
cometidos contra los pueblos de Iberoamérica. Sus 
primeros dos módulos se realizaron del 29 al 31 de 
enero y del 26 al 28 de febrero.

Las intencionalidades de este espacio educativo son:
a) Analizar, en retrospectiva, el camino andado hasta 

hoy en la búsqueda de justicia frente a los críme‑
nes de Estado cometidos en nuestro país durante 
las décadas de los sesenta, setenta y ochenta;

b)	 compartir diversas experiencias iberoamericanas 
de justicia transicional, para identificar y recono‑
cer elementos comunes y tener algunos referentes 
que puedan enriquecer las reflexiones y acciones 
realizadas en México;

c)	generar acciones de exigibilidad y justiciabilidad 
frente a los crímenes de Estado, que den resultados 
positivos en el contexto mexicano;

d)	conocer y analizar algunos casos paradigmáticos 
para enriquecer e incorporar nuevas perspectivas 
de acompañamiento;

e)	imaginar, generar y analizar una propuesta de 
mecanismo adecuado en el Estado mexicano para 
fortalecer la memoria histórica y acceder a la ver‑
dad, la justicia y la reparación de los crímenes de 
Estado del pasado.

El planteamiento del diplomado es teórico-práctico, 
y está atravesado por los principios de no discrimi‑
nación y perspectiva de género. Está dirigido a fami‑
liares de víctimas y sobrevivientes de crímenes de 
Estado; a integrantes de organizaciones de la socie‑
dad civil y grupos sociales que documentan y acom‑
pañan el tema; y a estudiantes e investigadoras e 
investigadores de instancias académicas y centros 
de investigación. 

El diplomado consta de cinco módulos, uno por 
mes, con una duración de 20 horas cada uno. Cada 
módulo tiene dos sesiones que se desarrollan los 
días jueves y viernes y una visita de campo los días 
sábado. El jueves y viernes las actividades se desem‑
peñan en un horario de 10 a 19 horas y los sábados, 
de 10 a 14 horas.

La sede del diplomado es la Universidad del 
Claustro de Sor Juana, en la Ciudad de México.

En curso, Diplomado 
Internacional sobre 
Justicia Transicional

Dentro de la propuesta educativa del Centro Prodh, y 
en conjunto con el Programa de Derechos Humanos 
de la Universidad Iberoamericana (PDH-UIA) y la 
Universidad del Claustro de Sor Juana (UCSJ), dio inicio 
el “Diplomado internacional sobre justicia transicional: 
experiencias en Iberoamérica”.
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Sesión del Diplomado, 2015. Foto: Centro Prodh.
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Belinda Garza Melo, torturada por elementos 
de la entonces Policía Federal Preventiva, recuperó su 
libertad el 23 de octubre de 2014, después de más de 
siete años de injusto encarcelamiento. Fue absuelta 
de los cargos de delincuencia organizada y delitos 
contra la salud, pero la sentenciaron a siete años 
por delincuencia organizada con fines de secuestro. 
Belinda lucha por limpiar su nombre, por la repa‑
ración del daño y por castigo para sus torturadores.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
emitió la recomendación 1/2015, en la que pide al 
gobernador de Sinaloa, Mario López Valdez, que 
acate las disposiciones emitidas por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos en el caso de Yecenia 
Armenta Graciano, torturada por elementos de la 
Policía Ministerial e inculpada del asesinato de su 
esposo, Jesús Alfredo Cuén Ojeda. El organismo 
demandó que se repare el daño y que las autorida‑
des colaboren en la averiguación contra los agentes 
policiacos involucrados. Yecenia sigue en prisión y 
enfrenta una campaña de descrédito en la pren‑
sa local. Su caso es acompañado por el Colectivo 
Contra la Tortura y la Impunidad y la Comisión de 
Solidaridad y Defensa de los Derechos Humanos. Su 
defensa está a la espera de que la Suprema Corte 
atraiga el recurso de revisión interpuesto por la 
Procuraduría estatal contra el amparo concedido por 
actos de tortura.

La defensa de Verónica Razo Casales, llevada 
por la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción 
de los Derechos Humanos (cmdpdh), presentó un 
incidente por desvanecimiento de datos ante el 
Poder Judicial de la Federación, alegando que la 
única prueba que la mantiene en prisión preventiva 
desde hace casi cuatro años se obtuvo bajo tortura. 
Sin embargo, le fue negada su libertad. Verónica está 
acusada de secuestro y delincuencia organizada.

Cristel Fabiola Piña Jasso y su esposo fue‑
ron detenidos arbitrariamente en Ciudad Juárez, 
Chihuahua, el 12 de agosto de 2013. La policía golpeó 
a Cristel y la sometió a abusos sexuales con el fin 
de que firmara una confesión para incriminarla por 
extorsión. Aunque su padre interpuso una queja ante 
la Comisión Estatal de los Derechos Humanos y ella 
señaló al juez que fue víctima de tortura, no se investi‑
garon los tormentos. Cristel y su esposo siguen en pri‑
sión en espera del resultado de su juicio. Cristel, quien 
es acompañada por el Centro de Derechos Humanos 
Paso del Norte, se unió a la Campaña Rompiendo el 
Silencio el 17 de marzo de 2015.

Belinda  
Garza Melo

YECENIA ARMENTA 
GRACIANO

CRISTEL FABIOLA 
PIÑA JASSO

VERÓNICA RAZO 
CASALES
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ACTUALIZACIONES



Silueta de veladoras, 2014. Foto: de la recopilación 
de Desinformémonos y el Centro de Derechos 

Humanos de La Montaña "Tlachinollan".




